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SELECCIÓN

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

1. Diversos factores, no sólo de índole económica y social, sino también histórica y cultural,
determinan que la pesca sea un sector estratégico de Andalucía. Entre ellos hay que destacar el
elevado número de empleos que mantiene a bordo de las embarcaciones, y el conjunto de
actividades que genera en el proceso de comercialización, transformación y distribución de los
productos, así como en la industria naval, los puertos, la acuicultura, etc. La mayor parte de
estas actividades se concentran en zonas del litoral andaluz, cuyas economías dependen
fundamentalmente de la pesca, y en las que se ubican importantes localidades costeras que
tienen una profunda tradición marinera por su pasado vinculado a la mar y a las tareas de la
pesca. Esta tradición, por otra parte, ha influido a lo largo de la historia en toda la sociedad
andaluza, convirtiendo a sus gentes en uno de los principales consumidores de pescado de la
Unión Europea.

La importancia de este sector de Andalucía obliga a ordenar su ejercicio de forma que la
explotación racional de sus recursos y la comercialización responsable de los productos
garanticen un desarrollo sostenible de la actividad, respetuosa con el medio marino y en
condiciones socioeconómicas dignas para los profesionales del sector.

2. Además del objetivo general enunciado, la Ley tiene un conjunto de objetivos específicos. Se
conforma un marco legislativo adecuado para la cobertura de las actividades planificadoras,
como las contempladas por el Plan de Modernización del Sector Pesquero Andaluz, del año
1997; instrumento que se han dado la Administración de la Comunidad Autónoma y el sector
pesquero para impulsar, conjuntamente y de manera consensuada, el desarrollo de la actividad
pesquera en Andalucía.

La sobreexplotación de los recursos pesqueros y la creciente inquietud por la conservación de la
biodiversidad marina han motivado que la Organización de las Naciones Unidas para la
Agricultura y la Alimentación haya aprobado un código de conducta con la finalidad de garantizar
el ejercicio de una pesca responsable. En consonancia con este código, la presente Ley
establece directrices cuyo desarrollo permitan una explotación equilibrada de los recursos. Así
mismo, fija los principios generales para el ejercicio de un comercio responsable, en orden a
garantizar que no se distribuyan y vendan productos cuya pesca o comercialización estén
prohibidas porque atenten contra la protección de los recursos o los intereses de los
consumidores.

El nuevo orden internacional pesquero que sanciona la jurisdicción de los países ribereños sobre
una amplia zona de su plataforma continental, la liberalización y mundialización de los mercados
que afecta al comercio internacional de los productos de la pesca, y nuestra integración a la
política pesquera de la Unión Europea, están obligando a una reestructuración del sector
pesquero andaluz que pierde no sólo embarcaciones y empleos sino también producciones
pesqueras. La Ley tiene en cuenta esta nueva situación que afecta de modo particular a



comarcas y zonas cuyas economías dependen de la pesca y de las actividades conexas,
dedicando especial atención a las actividades artesanales que son generadoras de empleo y de
pequeñas industrias a lo largo de todo el litoral andaluz.

Como consecuencia de las restricciones en materia de pesca, el mantenimiento de las rentas de
los profesionales del sector no se conseguirá incrementando las producciones, sino vendiendo
mejor. Con este fin, la Ley establece las directrices generales que permitan la modernización de
las estructuras pesqueras, tanto de las embarcaciones como de las instalaciones en tierra para
garantizar un sector competitivo. Así mismo, fija las bases para el desarrollo de estrategias de
diferenciación y promoción de los productos pesqueros andaluces de alto valor comercial, sobre
todo de la pesca artesanal en orden a su revalorización en los mercados.

En este contexto, también se dedica especial atención a la acuicultura marina, actividad que se
desarrolla a lo largo de todo el litoral andaluz, y que se consolida como fuente de riqueza y
empleo en las zonas que tradicionalmente han dependido de la actividad pesquera.

3. La Constitución Española, en su artículo 149.1.19, atribuye al Estado competencia exclusiva
en materia de pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector
se atribuyen a las Comunidades Autónomas, y en el artículo 149.1.13 le asigna la competencia
sobre las bases y coordinación de la planificación económica general. Por su parte, el Estatuto
de Autonomía para Andalucía (LAN 1982, 53) atribuye a la Comunidad Autónoma, en su artículo
13.18, la competencia exclusiva en materia de pesca en aguas interiores, el marisqueo y la
acuicultura, y en su artículo 15.1.6ª, el desarrollo legislativo y ejecución en materia de
ordenación del sector pesquero y puertos pesqueros. Así mismo, hay que señalar que, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18.1.6ª del Estatuto de Autonomía, corresponde a la
Comunidad Autónoma, de acuerdo con las bases y la ordenación de la actuación económica
general y la política monetaria del Estado, y en los términos de lo dispuesto en los artículos 38,
131 y 149.1.11ª y 13ª de la Constitución, la competencia exclusiva en materia de comercio
interior, y defensa del consumidor y el usuario, sin perjuicio de la política general de precios y la
legislación sobre defensa de la competencia.

Por otra parte, el Estatuto de Autonomía para Andalucía establece en su artículo 13, apartado
16, que corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva sobre Cofradías de
Pescadores en el marco de la legislación básica del Estado reguladora de las Corporaciones de
Derecho Público. Así mismo, en su artículo 19.1 establece que corresponde a la Comunidad
Autónoma la regulación y administración de la enseñanza en toda su extensión sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y Leyes Orgánicas que lo desarrollen; de las
facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artículo 149 de la
Constitución y de la alta inspección necesaria para su cumplimiento y garantía. Por último, se
debe recordar que el Estatuto de Autonomía para Andalucía establece en su artículo 13,
apartado 29, que la Comunidad Autónoma tiene competencias exclusivas en investigación, cuya
coordinación general corresponde al Estado.

Se ha considerado, así mismo, al abordar una regulación tan amplia como la que se acomete en
la presente Ley, la normativa básica estatal dictada al amparo de las competencias
constitucionales, constituida fundamentalmente por la Ley 3/2001, de 26 de marzo, de Pesca
Marítima del Estado, y sin perjuicio de otras normas legales de carácter más general que
pudieran ser de obligado respeto.



La Ley tiene también presente el marco normativo de la Unión Europea en materia de pesca que
arranca de los artículos 32 y 33 del Tratado de Roma (LCEur 1986, 8) como un aspecto de la
política agraria común, pero que posteriormente adquiere identidad propia en el ordenamiento
jurídico comunitario al regular las materias relacionadas con la protección de los recursos, la
modernización de las estructuras pesqueras, la organización común de mercados de los
productos de la pesca y el régimen de control aplicable a la actividad.

Con estos títulos competenciales, constitucionales y estatutarios, la presente Ley aborda la
regulación de la pesca en el ámbito competencial de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Una novedad importante es incorporar a la Ley, en su título VI, la regulación de la vertebración
del sector pesquero. Se delimitan los ámbitos de actuación de las distintas y dispares
organizaciones del sector pesquero, estableciendo medidas orientadas a su mejor articulación en
orden a superar sus actuales dificultades organizativas y capacitarlas para participar con la
Administración en la gestión de las pesquerías, y para adoptar una actitud más activa ante la
comercialización de sus propios productos.

El título VII regula y fomenta la acuicultura marina, actividad en fase de consolidación en
Andalucía, que presenta razonables expectativas de expansión en el futuro, si se mantiene su
actual proceso de desarrollo ordenado. La Ley establece medidas de fomento con este fin, que a
su vez son compatibles con el respeto al medio ambiente.

Dentro del título VIII, la Ley establece las materias relacionadas con la
comercialización de los productos de la pesca en dos grandes apartados. En el
primero establece las líneas generales de ordenación del proceso de
comercialización, tanto en origen como en destino, con la finalidad de promover
comercio responsable, mientras que en el segundo se fijan las directrices para la
mejora de las condiciones de venta de los productos andaluces en orden a alcanzar
su revalorización en los mercados, sobre todo de aquellos productos que tienen
carácter autóctono y son de alto valor comercial.

El título IX ordena dos aspectos que son fundamentales para un desarrollo sostenible de la
actividad pesquera en condiciones de competitividad: La formación de los profesionales del mar
y la investigación pesquera.

El título X regula el régimen de inspección. Así mismo, de acuerdo con criterios de
eficacia y ahorro económico, se atribuyen funciones de inspección a otros
departamentos de la Junta de Andalucía, así como a la Unidad de Policía adscrita a
la Comunidad Autónoma de Andalucía. Se sanciona, de este modo, con rango de
Ley, una decisión anterior consistente en encomendar a inspectores de los
departamentos que tienen competencias en materia de control del proceso de
comercialización y transporte de productos alimentarios que, cuando ejerzan las
funciones que le son propias, controlen también las materias relativas a la
normativa pesquera, en particular la referida a la protección de los recursos y al
cumplimiento de las normas comunes de comercialización.



Por último, el título XI regula el régimen sancionador de la pesca profesional y deportiva en
aguas interiores, del marisqueo y de la acuicultura, que son de competencia exclusiva de la
Comunidad Autónoma, y desarrolla el régimen sancionador de la legislación básica del
Estado en materia de ordenación del sector pesquero, consiguiendo de este modo un
marca normativo que garantice el control del ejercicio de la actividad.

(...)

TÍTULO VIII.-  LA COMERCIALIZACIÓN DE LOS PRODUCTOS DE LA PESCA

CAPÍTULO I : Disposiciones comunes

Artículo 61.Objetivo.

La regulación y fomento del proceso de comercialización de los productos de la pesca tiene
como objetivo general la mejora de las condiciones de venta de la producción y en particular de
las siguientes:

1. La salubridad e higiene tanto de los productos como de las infraestructuras, instalaciones y
equipamientos de recepción, manipulación, conservación, expedición y venta.

2. La modernización de los establecimientos de comercialización en origen y en destino, de las
instalaciones auxiliares y de las industrias de transformación.

3. La calidad de los productos de la pesca mediante su adecuación a las normas de
comercialización que conforman el mercado único de los productos de la pesca.

4. La participación del sector pesquero, a través de sus organizaciones, en los procesos y en los
procedimientos de venta de la producción.

5. La revalorización de la producción, mediante la normalización e identificación de los productos
andaluces, sobre todo los procedentes de la pesca artesanal de alto valor comercial y su
promoción en los mercados.

6. El ejercicio de un comercio responsable.

CAPÍTULO II La ordenación y control de la comercialización en origen

Artículo 62.La comercialización en origen.

En cuanto afecta a la ordenación del sector pesquero, se entiende por comercialización en origen
el proceso seguido por los productos de la pesca frescos, congelados o transformados a bordo,
que abarca todas o alguna de las siguientes actividades:

1. El desembarco de los productos en un puerto del litoral de la Comunidad Autónoma de
Andalucía, o su introducción en el territorio de esta Comunidad Autónoma sin haber sido
sometidos a primera venta.



2. El transporte hasta un establecimiento autorizado como mercado de origen.

3. La primera puesta en el mercado de origen y su venta.

4. La expedición a los mercados de destino.

Artículo 63. Desembarcos de los productos de la pesca.

1. Los desembarcos de los productos de la pesca en el territorio de la Comunidad Autónoma de
Andalucía habrán de realizarse en el recinto portuario pesquero destinado a tal fin. Donde no
existan recintos portuarios pesqueros, la Consejería de Agricultura y Pesca, previa conformidad
de la Autoridad Portuaria, podrá autorizar la descarga de los productos de la pesca en otros
puertos o instalaciones marítimas.

2. Los recintos portuarios pesqueros comprenderán los muelles de descarga, la superficie de la
lonja y sus instalaciones auxiliares y el espacio accesorio que permita el ejercicio de las
actividades comerciales de primera venta. Los recintos portuarios pesqueros deberán cumplir,
en todo caso, los siguientes requisitos:

a) Disponer de instalaciones aptas y seguras para las faenas de atraque y descarga de las
embarcaciones.

b) Disponer de instalaciones adecuadas para la manipulación y conservación de los productos de
la pesca en condiciones higiénico-sanitarias de acuerdo con la normativa en vigor.

c) Disponer de los medios necesarios para un eficiente ejercicio de las labores de control de la
pesca marítima.

3. En los informes preceptivos de los planes de utilización de los espacios portuarios, la
Consejería de Agricultura y Pesca tendrá en cuenta las necesidades de espacio para el ejercicio
de las actividades relacionadas con el desembarco y la primera venta de los productos de la
pesca.

Artículo 64. Mercados en origen.

1. Los establecimientos autorizados como mercados en origen son centros de control de los
desembarcos y centros de contratación en primera venta de los productos de la pesca frescos,
congelados y transformados a bordo.

2. Corresponde a la Consejería de Agricultura y Pesca la autorización de los establecimientos a
los que se refiere el apartado anterior.

3. Las lonjas son inmuebles portuarios que actúan como mercados en origen de los productos
frescos de la pesca, cuya gestión se desarrollará conforme a la normativa en materia de
ordenación del sector pesquero, con las especificidades siguientes:



a) Las lonjas serán gestionadas por las organizaciones representativas del sector pesquero
extractivo o, en su defecto, por otras entidades, públicas o privadas, de acuerdo con lo que se
establezca reglamentariamente.

b) Los pliegos de condiciones de explotación de las lonjas serán informados por la Consejería de
Agricultura y Pesca. Los informes serán vinculantes en las materias relacionadas con la
ordenación del sector pesquero.

4. Los títulos habilitantes de autorización de los mercados en origen recogerán las condiciones
de la autorización y su incumplimiento podrá ser motivo de revocación de la misma.

5. Los productos de la acuicultura marina estarán sometidos a los controles reglamentarios
antes de su expedición a los establecimientos de comercialización en destino.

Artículo 65. Actividades comerciales de primera venta.

1. La actividad comercial de primera venta de los productos de la pesca frescos, congelados o
transformados a bordo, tanto los desembarcados en puertos andaluces como los procedentes de
otros puertos de la Unión Europea, se ejercerá conforme al principio de libre comercio.

2. Como norma general, la primera venta de los productos frescos de la pesca tendrá lugar a
través de las lonjas pesqueras, respetando los principios de concurrencia y transparencia, así
como los siguientes criterios:

a) Las actividades comerciales de las lonjas consistentes en dar salida a los productos mediante
su primera puesta en venta, corresponde a los productores a través de sus asociaciones de
carácter comercial.

b) En aquellos puertos en los que no existan asociaciones de productores de carácter comercial,
las actividades comerciales de primera venta serán desarrolladas preferentemente por los
titulares de las lonjas. En cualquier caso, los titulares deberán poner a disposición de los agentes
de la primera venta las instalaciones de la lonja destinadas a la puesta en el mercado de los
productos, y ejercer un control de las actividades comerciales de primera venta.

c) Los compradores y los agentes que realicen operaciones de intermediación en la primera
venta deberán disponer de la debida autorización para desarrollar actividades comerciales en las
lonjas en las condiciones que reglamentariamente se establezcan.

Artículo 66. Control de la comercialización en origen.

1. Durante el proceso de comercialización en origen, los productos de la pesca estarán
sometidos a los siguientes controles:

a) Los requisitos higiénicos-sanitarios.

b) Las normas comerciales referidas a categorías de calidad, calibrado, al embalaje, así como al
etiquetado de los productos.



c) Las dimensiones de las especies en tamaño y peso, la comercialización de especies
capturadas en épocas de veda y demás obligaciones reguladas en la normativa comunitaria,
estatal y autonómica en materia de protección de los recursos pesqueros.

d) La información referida a los datos de producción y primera venta de productos de la pesca.

2. Como norma general, los productos frescos de la pesca serán sometidos a los controles
anteriores a través de las lonjas portuarias.

3. Reglamentariamente se establecerán los lugares de control de aquellos productos que por
dedicarse a la exportación u otras razones justificadas no pasen por el recinto físico de la lonja.

Artículo 67. Otras instalaciones de comercialización en origen.

1. Corresponde a la Consejería de Agricultura y Pesca otorgar las autorizaciones del ejercicio a la
actividad de los centros de expedición y depuración, de las cetáreas y de los depósitos
reguladores y otras instalaciones auxiliares para el almacenamiento, mantenimiento, expedición
y regulación comercial de los productos de la pesca, así como el registro de los mismos, de
acuerdo con lo que se establezca reglamentariamente.

2. Los requisitos para otorgar autorizaciones para el ejercicio de la actividad de las instalaciones
referidas en el apartado anterior, así como de las fábricas de hielo, cámaras de frío y en general
las instalaciones destinadas a la flota que se ubiquen en los recintos pesqueros portuarios, serán
como mínimo los siguientes:

a) Disponer de la preceptiva concesión o autorización de ocupación de los terrenos por parte de
los órganos competentes en materia de puertos, en los espacios de los recintos portuarios
pesqueros previamente delimitados por la autoridad portuaria de conformidad con la Consejería
de Agricultura y Pesca.

b) Cumplir las condiciones técnico, higiénico-sanitarias y de protección del medio ambiente
establecidas en la normativa en vigor.

3. Los criterios para otorgar la autorización para el ejercicio de las actividades de las
instalaciones portuarias, a las que se refiere el apartado anterior, serán los siguientes:

a) Como norma general, únicamente serán autorizadas las instalaciones que atiendan las
necesidades de la flota que opera en el puerto.

b) El resto de las instalaciones se autorizarán de acuerdo con las disponibilidades de terreno
portuario y teniendo en cuenta los intereses del sector pesquero extractivo local, siendo
preceptivo el informe de las organizaciones representativas de éste.

c) Cuando las instalaciones sean de titularidad pública, serán gestionadas por las organizaciones
del sector pesquero extractivo o, en su defecto, por otras entidades, públicas o privadas, de
acuerdo con lo que se establezca reglamentariamente.



d) El cambio de titularidad de la ocupación del dominio público de las instalaciones a que hace
referencia este artículo requerirá la autorización previa de la Consejería de Agricultura y Pesca
para el ejercicio de la actividad en dichas instalaciones, de acuerdo con los criterios establecidos
en los epígrafes a) y b) de este apartado.

TÍTULO X.-  CONTROL E INSPECCIÓN

CAPÍTULO ÚNICO Disposiciones generales

Artículo 82. Objetivo.
El régimen de control establecido en la presente Ley tiene como objetivo garantizar no sólo el
cumplimiento de la normativa contemplada en la misma, sino también de la comunitaria, estatal
y el resto de la autonómica que resulte de aplicación.

Artículo 83. Competencias en materia de control.
Corresponde a la Consejería de Agricultura y Pesca el control de las actividades reguladas en la
presente Ley en materia de pesca marítima en aguas interiores, marisqueo, acuicultura marina,
ordenación del sector pesquero y de las actividades de comercialización de los productos de la
pesca.

Artículo 84.De la Inspección pesquera.
1. Con el fin de garantizar el cumplimiento de las disposiciones y medidas de inspección
atribuidas a la Consejería de Agricultura y Pesca, ésta llevará a cabo, a través de la Inspección
pesquera, las funciones ordinarias de inspección, así como las que le correspondan en el marco
de un plan de actuación coordinado, el cual se establecerá reglamentariamente, o cuando
especiales circunstancias lo demanden.
2. Los inspectores de la Inspección pesquera tendrán la consideración de agentes de la
autoridad pública en el desempeño de las funciones que le son propias.
3. Los inspectores de la Inspección pesquera serán funcionarios de la Consejería de Agricultura y
Pesca que han accedido a la función inspectora en virtud de los requisitos de publicidad,
capacidad y mérito que reglamentariamente se exijan.

Artículo 85.Procedimiento ordinario de inspección.
1. Las funciones ordinarias de inspección se desarrollarán dentro de las actividades de pesca en
aguas interiores, marisqueo y acuicultura marina, así como la correspondiente a la ordenación
del sector pesquero que incluyen las actividades de comercialización en origen de los productos
de la pesca.
2. Tales funciones serán también ejercidas por la Unidad de Policía de la Junta de Andalucía en
coordinación con la Inspección pesquera.
3. El Consejo de Gobierno atribuirá las funciones ordinarias de inspección de las
actividades de comercialización en destino de los productos de la pesca entre los
departamentos con competencias en materia de salud, consumo, puertos, transporte y
medio ambiente. (Decreto 84/1999, de 6 de abril: art. 4).



Artículo 86.Procedimientos extraordinarios de inspección.
1. En el marco de un plan de actuación coordinado o cuando el titular de la Consejería de
Agricultura y Pesca lo considere necesario o cuando circunstancias especiales lo demanden,
podrán ejercer funciones extraordinarias de inspección:
a) Los inspectores de la Inspección pesquera en los ámbitos correspondientes a la ordenación
de la comercialización de los productos de la pesca en destino.
b) La Unidad de la Policía de la Junta de Andalucía y los Cuerpos de Policías Locales de la
Comunidad en todos los ámbitos de inspección.
2. Las funciones anteriores se distribuyen sin perjuicio de lo determinado con carácter general
para los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad y de las competencias que en los términos de la
Legislación del Estado y de la Comunidad Autónoma correspondan a los Ayuntamientos.

Artículo 87.Programación de las actividades de inspección.
Sin perjuicio de actuaciones singulares, la inspección ordinaria de las actividades reguladas en la
presente Ley se desarrollará de acuerdo con los planes y programas generales y específicos que
reglamentariamente se determinen.

Artículo 88.Lugares de inspección y acceso a los mismos.
1. Los inspectores con competencias en estas materias, en el ejercicio de sus funciones y
acreditando su identidad, podrán acceder a las industrias y establecimientos que desarrollen
actividades reguladas en la presente Ley y, en particular, las siguientes:
a) Embarcaciones y artefactos flotantes.
b) Instalaciones portuarias.
c) Industria de construcción, reparación y mantenimiento de embarcaciones y de sus equipos y
establecimientos de suministros navales, de redes y de avituallamiento de embarcaciones.
d) Establecimientos de acuicultura.
e) Establecimientos de comercialización en origen y en destino de los productos de la pesca.
f) Vehículos y demás medios de transporte de productos de la pesca.
2. Si el centro sometido a inspección coincidiese con el domicilio de la persona física afectada,
deberán obtener su expreso consentimiento o, en su defecto, la oportuna autorización judicial.
3. Así mismo, podrán examinar las instalaciones, equipos, enseres, artes y productos de la
pesca que se encuentren en los lugares determinados en el apartado 1, así como la
documentación necesaria para comprobar el cumplimiento de la normativa vigente.
4. Las personas físicas o jurídicas titulares de industrias y establecimientos recogidos en el
apartado 1 de este artículo que sean objeto de inspección, deberán facilitar a los inspectores el
acceso a los mismos y el desempeño de las tareas de comprobación.
5. La función inspectora, en materia de ordenación del sector pesquero, podrá iniciarse desde el
momento mismo del desembarque o descarga de las capturas.
En materia de ordenación de la comercialización, se iniciará después de la primera
comercialización en las lonjas o desde la primera comercialización cuando los productos no se
vendan por primera vez en dichas lonjas.

Artículo 89.De las actas de inspección.
1. Las actas de inspección levantadas por aquellos a los que faculta la presente Ley gozarán de
las condiciones de documento público, así como de valor probatorio, en cuanto a los hechos
contenidos en las mismas, sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos
derechos o intereses puedan aportar o señalar los interesados.



2. En dichas actas se indicarán los medios técnicos empleados desde tierra, embarcaciones o
aeronaves para la constatación de los hechos, así como todas las circunstancias que rodean a la
infracción detectada, en su caso, que puedan servir para lograr un buen fin del procedimiento.

TÍTULO XI
INFRACCIONES Y SANCIONES

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 90.Objeto.

El régimen sancionador tiene como objeto garantizar el cumplimiento de lo establecido en la
presente Ley y demás disposiciones en la materia, mediante la aplicación de las medidas
contenidas en este título.

De las resoluciones que se adopten en materia de infracciones y sanciones se dará cuenta a la
Unión Europea de acuerdo con la normativa vigente.

Artículo 91.Potestad sancionadora.

Corresponde a la Consejería de Agricultura y Pesca la potestad sancionadora en las materias
reguladas en la presente Ley, que se ejercerá de acuerdo con la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y el Reglamento del Procedimiento para el ejercicio de la potestad
sancionadora, aprobado por el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto.

Artículo 92.Infracciones y sanciones.

1. Se consideran infracciones las acciones u omisiones tipificadas como tales en la presente Ley.

2. Las acciones u omisiones que sean constitutivas de infracción serán sancionadas según las
disposiciones contenidas en la presente Ley.

Artículo 93.Clasificación de las infracciones.

Las infracciones administrativas reguladas en la presente Ley se estructuran en: Infracciones en
materia de pesca marítima profesional en aguas interiores, marisqueo, acuicultura marina,
pesca marítima de recreo en aguas interiores, ordenación del sector pesquero y de la
comercialización de los productos de la pesca.

Las infracciones reguladas en esta Ley se clasifican en leves, graves y muy graves.

Artículo 94.Medidas provisionales.

1. Con la finalidad de asegurar la eficacia de la resolución que pudiera recaer, así como para la
protección provisional de los intereses implicados, se podrán adoptar motivadamente las
medidas provisionales que a continuación se relacionan:



a) Fianza.
b) Retención de las tarjetas de identificación profesional marítimo-pesquera del patrón.
c) Suspensión temporal de la licencia de pesca o de la actividad.
d) Inmovilización temporal de la embarcación o del medio de transporte.
e) Cierre temporal de las instalaciones o establecimientos.
f) Incautación de productos de la pesca y acuicultura.
g) Incautación de artes, aparejos, útiles de pesca, equipos u otros accesorios no reglamentarios
o prohibidos.
h) Incautación de artes, aparejos, útiles, equipos u otros accesorios reglamentarios utilizados de
modo antirreglamentario.

2. En todo caso, se adoptarán necesariamente las medidas provisionales contempladas en los
apartados f) y g), cuando se trate de productos con talla no reglamentaria.

3. Las medidas provisionales podrán ser adoptadas una vez iniciado el procedimiento por el
órgano administrativo competente para instruirlo. También podrán adoptarse antes de la
iniciación del procedimiento administrativo, y por razones de urgencia, por el órgano competente
para efectuar las funciones de inspección.

4. Las medidas provisionales adoptadas con anterioridad a la iniciación del expediente
sancionador deberán ser confirmadas, modificadas o levantadas en el acuerdo de iniciación del
procedimiento. Durante la tramitación del mismo, éstas podrán ser modificadas o levantadas,
todo ello en virtud de circunstancias sobrevenidas o que no pudieran ser tenidas en cuenta en el
momento de su adopción.

Para el supuesto en que la medida provisional haya sido adoptada antes de la iniciación del
procedimiento administrativo, el acuerdo de iniciación del mismo deberá efectuarse dentro de los
15 días siguientes a su adopción.

En todo caso, dichas medidas quedarán sin efecto si no se inicia el procedimiento en dicho plazo
o cuando el acuerdo de iniciación no contenga un pronunciamiento expreso acerca de la misma.
Estas medidas se extinguirán con la eficacia de la resolución administrativa que ponga fin al
procedimiento correspondiente.

5. Los gastos de conservación y mantenimiento derivados de las actuaciones descritas
anteriormente correrán a cargo del imputado si en la resolución del expediente se aprecia la
comisión de una infracción.

Artículo 95.Medidas restauradoras y ejecución subsidiaria.

1. El infractor estará obligado a realizar a su costa aquellas medidas restauradoras que se
establezcan en la resolución del expediente, con la finalidad de reponer a su estado originario la
situación alterada por la infracción.

2. En defecto de la actuación exigida al interesado, la Consejería de Agricultura y Pesca
procederá a la ejecución subsidiaria de acuerdo con lo previsto en la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre.



Artículo 96.Clases de sanciones.

1. Por la comisión de las infracciones tipificadas en la presente Ley, podrán imponerse las
siguientes sanciones:

a) Apercibimiento.
b) Multa.
c) Incautación de artes, aparejos o útiles de pesca.
d) Decomiso de productos y bienes.
e) Suspensión, retirada o no renovación de licencias y autorizaciones por período de hasta 5
años.
f) Retención temporal de la embarcación o incautación de la misma.
g) Inhabilitación por período de hasta 5 años para el ejercicio o desarrollo de actividades
pesqueras, reguladas en la presente Ley.
h) Imposibilidad temporal de obtención de subvenciones, préstamos o ayudas públicas por
período de hasta 5 años.

2. Estas sanciones podrán ser acumulables de conformidad con lo establecido en la presente
Ley.

3. Con independencia de las que puedan corresponder en concepto de sanción, el órgano
sancionador podrá acordar la imposición de multas coercitivas de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 99 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, una vez transcurridos los plazos señalados
en el correspondiente requerimiento. La cuantía de cada una de dichas multas no superará el
20% de la multa fijada por la infracción correspondiente.

Artículo 97.Criterios de graduación.

1. La determinación de las sanciones se efectuará de acuerdo con las siguientes circunstancias:

a) La naturaleza y repercusión de los perjuicios causados a los recursos pesqueros y acuícolas,
al medio marino o a terceros.
b) La existencia de intencionalidad.
c) La reincidencia,
d) El beneficio obtenido por el infractor en la comisión de la infracción.

2. Se considera circunstancia atenuante haber procedido a corregir la infracción cometida en el
plazo que se señale en el correspondiente requerimiento.

Artículo 98.Prescripción de infracciones y sanciones.

1. Las infracciones previstas en la presente Ley prescribirán: En el plazo de tres años las muy
graves, en el de dos años las graves y en el de seis meses las leves.

2. Las sanciones impuestas por la comisión de infracciones muy graves prescribirán a los tres
años, las impuestas por infracciones graves a los dos años y las impuestas por infracciones leves
al año.



Artículo 99.Responsabilidad.

1. Serán responsables de las infracciones a la presente Ley las personas físicas o jurídicas que
las cometan, aun cuando estén integradas en asociaciones temporales de empresas,
agrupaciones o comunidades de bienes.

2. Cuando la infracción sea imputable a varias personas y no sea posible determinar el grado de
participación de cada una, responderán solidariamente:

a) En los casos de infracciones cometidas en el desarrollo de la actividad pesquera, los
propietarios de embarcaciones, armadores, fletadores, capitanes y patrones o personas que
dirijan las actividades pesqueras.
b) En los casos de infracciones cometidas en el transporte de los productos de la pesca, los
transportistas o personas que participen en el transporte de productos pesqueros.
c) En los casos de infracciones cometidas en la comercialización de los productos de la pesca,
los titulares de las concesiones de las lonjas, los operadores de las mismas, tanto compradores
como vendedores, los propietarios de empresas comercializadoras o transformadoras de
productos pesqueros y el personal responsable de la misma.

3. La tenencia de especies de talla inferior a la reglamentaria por alguna persona en mercado,
tienda, almacén, contenedor u otro lugar o cosa de análogas características, o por vendedor
ambulante en cualquier sitio, se considerará posesión con fines de comercialización o venta,
salvo prueba en contrario.

Artículo 100.Concurrencia de responsabilidades.

1. La responsabilidad administrativa por las acciones u omisiones tipificadas en la presente Ley
no excluye la que pudiera derivarse de la comisión de otras infracciones del ordenamiento
jurídico.

2. No se podrá exigir responsabilidad administrativa de los hechos que hayan sido sancionados
penal o administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad de sujeto, hecho y
fundamento.

3. Cuando la infracción pudiera ser constitutiva de delito o falta, se dará traslado al Ministerio
Fiscal, suspendiéndose el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no hubiera
dictado resolución firme o que ponga fin al procedimiento.

De no haberse apreciado la existencia de delito o falta, el órgano administrativo competente
continuará el expediente sancionador, quedando vinculado por los hechos declarados probados
en la resolución judicial firme.

4. Las sanciones que se impongan a distintos sujetos, como consecuencia de una misma
infracción, tendrán entre sí carácter independiente.



Artículo 101.De los bienes aprehendidos, incautados y decomisados.

1. El destino de los productos de la pesca incautados o decomisados será el siguiente:

a) Los productos de la pesca de talla o peso antirreglamentario serán destinados a su
destrucción o a instituciones sin ánimo de lucro, previa estimación de su valor.
b) Los productos de la pesca de talla o peso reglamentario serán destinados a su venta,
consignándose su importe a resultas del expediente.
c) Los productos de la pesca de talla o peso reglamentario congelados serán destinados, a
elección del propietario, a su venta, consignándose su importe a resultas del expediente, o a su
depósito en cámaras frigoríficas, corriendo los gastos y custodia por cuenta del propietario.

2. Si en la resolución del expediente sancionador no se apreciase la comisión de la infracción, se
devolverá al interesado los productos o, en su caso, su valor.

3. Las embarcaciones aprehendidas serán liberadas previa constitución de una fianza, cuya
cuantía será fijada por el órgano encargado de resolver el correspondiente expediente
sancionador, no pudiendo exceder la misma del importe de la sanción que pudiera corresponder
por la infracción o infracciones cometidas.

El plazo para la prestación de la fianza será de un mes desde su fijación, pudiendo ser
prorrogado por causa justificada por el mismo tiempo.

4. Los artes, aparejos o útiles de pesca antirreglamentarios, incautados, serán destruidos. Los
reglamentarios incautados serán devueltos al interesado si la resolución del expediente apreciase
la inexistencia de infracción.

5. Los gastos de conservación y mantenimiento derivados de las actuaciones descritas
anteriormente correrán a cargo del imputado, si de la resolución del expediente se aprecia la
comisión de la infracción.

(..)

CAPÍTULO V.- Infracciones y sanciones en materia de ordenación del sector pesquero y
comercialización de los productos de la pesca

Artículo 117.Normativa de aplicación.

El régimen sancionador en materia de ordenación del sector pesquero y comercialización de los
productos de la pesca, aplicable en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, será el
previsto en la legislación estatal vigente, con las particularidades establecidas en la presente Ley.

Artículo 118.Infracciones leves.

Constituyen infracciones leves:

1. La cumplimentación incompleta de la obligación de información a las administraciones
públicas.



2. La carga de los productos de la pesca fuera de los horarios establecidos.

Artículo 119.Infracciones graves.

Constituyen infracciones graves:

1. No cumplimentar las obligaciones de información a las administraciones públicas en materia
de ordenación de sector pesquero.
2. El desembarco de productos pesqueros fuera de los horarios autorizados.
3. La tenencia, almacenamiento, transporte, transformación o comercialización de productos
pesqueros capturados en época de veda.

Artículo 120.Infracciones muy graves.

Constituyen infracciones muy graves:

1. La falsificación de la información sobre datos de producción, desembarque, venta o transporte
de productos pesqueros, así como sobre la identificación de los productos o de las
autorizaciones necesarias para realizar actividades de comercialización.
2. La comercialización de invertebrados marinos procedentes de zonas de producción cerradas
por motivos higiénicos sanitarios.

CAPÍTULO IV.- Competencia sancionadora

Artículo 121.Competencia sancionadora.

La competencia para la imposición de las sanciones correspondientes a las infracciones
establecidas en la presente Ley corresponderá:

a) Al titular de la Delegación Provincial competente, en el supuesto de infracciones leves.
b) Al titular de la Dirección General competente, en el supuesto de infracciones graves.
c) Al titular de la Consejería competente, en el supuesto de infracciones muy graves.

(...)

DISPOSICIÓN ADICIONAL CUARTA.  Colaboración en la inspección

En el marco de una actuación coordinada y mediante los oportunos mecanismos de
cooperación, los agentes que realizan tareas de inspección podrán colaborar con los Cuerpos y
Fuerzas de Seguridad y Agentes de la Administración del Estado encargados del control y policía
de pesca marítima.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA  UNICA.

En el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía quedan derogadas todas las normas, de
igual o inferior rango, en lo que contradigan o se opongan a lo dispuesto en la presente Ley, y en
especial los artículos 2, 3, 5 y parcialmente los artículos 6 y 8 del Decreto 84/1999,



de 6 de abril, por el que se establece el régimen sancionador y de inspección de la
comercialización y transporte de productos de la pesca.


